Natalia

RECURSO DE APELACIÓN: Actora. Sí. 

EXCEPCIÓN DE INCOMPETENCIA: Se rechaza. La Cámara hizo lugar a la excepción planteada, pues consideró que no se había agotado correctamente la vía administrativa ya que los recursos de reconsideración y jerárquico en subsidio interpuestos contra la Resolución Número 574/14, resultaban extemporáneos al haber quedado firme aquélla, desde el momento en que la actora se manifestó conocedora.

ADMISIBILIDAD DE LA ACCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. La materia contencioso administrativa quedó configurada y la vía correctamente agotada.

LA ADMINISTRACIÓN DIRIGE EL PROCEDIMIENTO: El actor siguió el camino marcado por la demandada.

La Resolución Número 574/14 dictada en el marco de un expediente general, reconoció el derecho a mayores funciones de varios agentes, entre ellos a la actora, pero no le fue notificada personalmente, y no respondió a su reclamo puntual y particular.

La actora conoció el acto, pero creyó de buena fe que no respondía a su reclamo. Lo impugnó recién cuando la demandada lo acompañó como respuesta expresa a su pedido personal, en el marco del cumplimiento de la sentencia dictada en el amparo por mora. 

La  Administración dirigió el procedimiento: Se generó la duda razonable respecto de cómo agotar la vía. Circunstancia excepcional por la particularidad del caso.  INTERPRETACIÓN: Excesivo rigor formal.  
GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Tutela judicial efectiva: derecho de defensa. Principio pro actione.

TEMA DE FONDO: Empleo público: reclamo solicitando el reconocimiento y pago de mayores funciones desde una fecha anterior a la contemplada en una Resolución General que incluyó a la actora. La demandada rechaza su impugnación por considerarla firme y consentida.

COSTAS: por su orden (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).

CERTIFICADO DE PARTES 119vta. /120
SALA: DRES. SESIN – TARDITTI - RUBIO
SENTENCIA NÚMERO: 

En la ciudad de Córdoba, a los  días del mes de  de dos mil veinte, siendo las….horas     se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Luis Enrique Rubio, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "ALFONSO, JUDIT C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. N° 2933297), con motivo del recurso de apelación interpuesto por la actora (fs. 83).


Seguidamente se fijan las cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Luis Enrique Rubio.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LOS SEÑORES VOCALES DOCTORES DOMINGO JUAN SESIN Y LUCIA AÍDA TERESA TARDITTI, DIJERON:
1.- A fs. 83 la parte actora interpuso recurso de apelación en contra del Auto Número Cuatrocientos setenta y seis, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación, el dos de octubre de dos mil diecisiete (fs. 80/82), que resolvió: “…1)Hacer lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal deducida por la demandada, con costas.- 2) Diferir, si correspondiere, la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando exista base para su determinación (arts. 1, 26 y cc. Ley 9459)...” (fs. 80/82). 
Concedido el recurso por Auto Número Quinientos treinta y tres de fecha tres de noviembre de dos mil diecisiete (fs. 88 y vta.), los presentes fueron elevados a este Tribunal (fs. 92).

2.- A fs. 93 se corrió traslado a la apelante para que exprese sus agravios, quien lo evacuó a fs. 94/100vta., y solicitó que se revoque la decisión apelada, con costas.

La expresión de agravios admite el siguiente compendio.

Denuncia que el tribunal a quo hace suyos los argumentos de la Señora Fiscal de Cámara en virtud de los cuales se consideró que su parte conocía la Resolución Número 574 que ahora impugna, y aclara que nunca desconoció su existencia y que le agravia que el fallo considere que su parte debió entender que esa Resolución había resuelto su reclamo y que debió impugnarla una vez que tomó conocimiento de ella, conclusión que resulta liviana, infundada y reñida con las constancias de autos.

Refiere que no consta en autos la copia de la cédula de notificación cursada a la actora, ni ninguna otra forma de notificación fehaciente y que ello en efecto es así pues la Resolución Número 574/14 fue dictada en un expediente general iniciado por la Dirección Provincial de Vialidad, que nada tiene que ver con los reclamos concretos e individuales que venía formulando su parte desde el año dos mil diez y que por ende no debía ser notificada de su existencia.

Recuerda que la Resolución Número 574/14 fue dictada en el Expediente General Número 0045 016772/2013 con motivo del Acta Paritaria Provincial -Convenio Colectivo del Trabajo N° 572/09 (fs. 2 de ese expte.)- y que de tal expediente reservado en secretaría surge que su parte no tuvo ni pudo tener participación alguna en el dictado de la resolución en cuestión, que fue producto de una negociación entre gremio y provincia en la cual no se tuvieron en cuenta las particularidades planteadas por la actora en su reclamo.

Considera que concluir como lo hace el fallo que la Resolución Número 574/14 dictada en un expediente en el que su parte no ha participado, resuelve las peticiones concretas efectuadas por la actora desde el año dos mil diez, es un absurdo carente de todo fundamento fáctico y legal y torna nulo el auto que se impugna.

Insiste en que la resolución en cuestión que obra a fs. 211 del expediente general, fue acompañada por la demandada luego de que ésta fuera condenada mediante Sentencia Número Cincuenta y tres, dictada el veintidós de mayo de dos mil quince por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación en autos  “Alfonso Judith c/ Provincia de Córdoba, Amparo por Mora”, (expte. Nro. 2211877) con el sólo objetivo de cumplir la manda judicial y considerando que con ella se resolvía la petición.

Advierte que la acción de amparo por mora se inició el día seis de marzo de dos mil quince, que la sentencia de amparo se dictó el veintidós de mayo de dos mil quince y que la resolución es del treinta de junio de dos mil catorce, lo que le permite preguntarse por qué la demandada no la acompañó antes.

Destaca que le agravia que no se contemple que con absoluta buena fe su parte consideró que su reclamo no había sido resuelto por esa resolución, a la cual sólo consideró como tal, cuando la acompañó la demandada y expresó su voluntad de considerar que mediante ella se resolvía lo planteado, y que por eso fue allí que interpuso el recurso de reconsideración.

Añade que al contestar la demanda de amparo por mora, la demandada nada manifestó, no dijo que el reclamo de la actora ya había sido resuelto mediante la resolución citada, ni la acompañó, ni mencionó su existencia, agrega que si se hubiera considerado que el reclamo de la actora ya estaba resuelto con la resolución que luego acompañó, la acción de amparo por mora hubiera sido rechazada con costas, pero su parte fue condenada y fue en cumplimiento de la sentencia que acompañó la Resolución Número 574/14.

    
Manifiesta que le agravia que se haya omitido toda consideración a la acción de amparo por mora que precedió la iniciación de la presente acción, como si hubiera sido un trámite que nada tiene que ver con esta causa, lo que resulta imposible.

Recuerda que su parte presentó reclamo en el año dos mil diez y lo reiteró en el año dos mil once, pidiendo personalmente que se le reconozcan las mayores funciones ejercidas desde esa fecha, los cuales nunca fueron resueltos, presentó pronto despacho, debió iniciar una acción de amparo por mora, pagando incluso los aportes que tal demanda requirió y resulta que el acto que se dicta, como consecuencia de un Acta Paritaria Provincial del año dos mil trece, ahora es el obstáculo que le impide a su parte acceder a que la decisión de la accionada sea revisada judicialmente.

 Insiste que leyendo los Vistos y los Considerandos de la Resolución Número 574/14, surge claro y evidente que la misma no fue dictada como respuesta a las peticiones concretas efectuadas por la actora, sino por una decisión posterior de la accionada  y que resulta que luego, al ser impugnada por su parte, sostiene ilegítimamente que ese planteo es extemporáneo y el Tribunal a-quo convalida esa interpretación errónea e ilegítima de la accionada, decidiendo también que la actora debía haberla impugnado apenas supo de su existencia.

Destaca que es la Administración quien tiene a su cargo la conducción del procedimiento y si la propia Administración, en cumplimiento de una sentencia judicial dispuso que con esa Resolución  Número 574/14 se había resuelto su petición,  por el motivo que sea, no queda más opción al administrado que efectuar las presentaciones que correspondan en función de esa dirección.

Como segundo agravio critica que  la Cámara entienda que ante el estado de certeza, la actora no puede seguir invocando el desconocimiento de la Resolución  Número 574/14, y limpia de un plumazo toda la actividad previa de la actora, de la accionada y del Tribunal jurisdiccional, siendo que ese camino lo único que demuestra es su voluntad de reclamar e impugnar la negativa de la demandada a reconocer su derecho al pago de las mayores funciones.

Destaca que invocando cuestiones formales como la supuesta existencia de un acto administrativo consentido, que no existe como tal, el Tribunal finalmente omitirá pronunciarse sobre el fondo de la cuestión, lo que afecta gravemente el acceso a la justicia (art. 18 y 33 C.N. y art. 8 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos). 


Insiste en que su parte no dejó firme acto alguno y que se sometió a la dirección del trámite que la propia demandada le dio en sede administrativa a su petición, cuando su parte agotó la vía, fue siguiendo la dirección dada por ella misma al procedimiento.


Destaca que pareciera que el principio de informalismo rigiera para la Administración y no para el administrado, y la manera en que se ha decidido genera una arbitrariedad, pues se permite que sea la Administración la que un día pueda tratar una petición como no resuelta y luego decidir que sí estaba resuelta y que en realidad el administrado no la impugnó debidamente cuando la conoció, dejando a su parte en estado de indefensión.

 
Como tercer agravio  expresa que la Cámara ha sostenido que no surge de las actuaciones administrativas la notificación en forma fehaciente de la mencionada resolución, pero que, igualmente, e invocando el artículo 59 de la Ley 6658, entiende que esa omisión ha quedado subsanada desde que la persona que debió ser notificada se manifiesta sabedora del respectivo acto.

Denuncia que no se está ante alguna de las hipótesis planteadas en la norma citada, no es una notificación que se hiciera en contravención al ordenamiento, sino ante una notificación que sólo pudo generar efectos jurídicos desde que la demandada decidió que esa Resolución resolvía la petición de la actora, antes no tuvo ningún efecto jurídico, al menos ante esta petición.

Insiste que la presunción de firmeza, convalidación y/o aceptación que el tribunal a-quo ha determinado por la conducta asumida por la actora, no tiene respaldo legal alguno y no puede cerrarse la vía a la que se ha accedido mediante el procedimiento legalmente impuesto.   

Finalmente, mantiene la reserva del caso federal (art. 14, Ley 48).
3.- A fs. 101 se corrió traslado a la contraria de los agravios expresados por la actora, quien lo contestó a fs. 102/106 y solicitó, por los motivos allí explicitados, el rechazo del recurso interpuesto, con costas.


4.- A fs. 107 se corrió traslado del recurso planteado al Señor Fiscal General de la Provincia, expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto en sentido desfavorable a la procedencia del remedio articulado por la actora (Dictamen; CA N° 332 del 23/05/2018, fs. 108/112).


5.- A fs. 114 se dictó el decreto de autos, el que firme (fs. 115 y vta. y 118), ha dejado la causa en estado de ser resuelta.

6.- El recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, contra una resolución recurrible y por parte legitimada, razón por la cual corresponde analizar las demás condiciones que hacen a su admisibilidad formal (arts. 43 y ss. del C.P.C.A. y 366 y ss. del  C.P.C. y C., aplicables por remisión del art. 13 del citado en primer término).

7.- Mediante el pronunciamiento recaído en la causa, el Tribunal de Mérito, hizo lugar a la excepción de incompetencia deducida por la demandada, inhabilitando la instancia, por entender que la Señora Alfonso ya conocía con fecha cinco de agosto de dos mil catorce la Resolución Número 574/14 que dio respuesta a su petición  y que por ello, el recurso de reconsideración planteado contra ella, con fecha diecisiete de septiembre de dos mil quince (fs. 20/22vta.), devino extemporáneo y consecuentemente, el acto que la agravia quedó firme y consentido.

Contra dicho pronunciamiento, alza su embate la recurrente, esgrimiendo, en esencia, que es errada la interpretación de la Cámara y que su decisión no se ajusta a las constancias de la causa por las razones expuestas supra. 
 8.- Con esa proyección, y a fin de analizar la viabilidad de la crítica impugnativa, es importante realizar un repaso de lo acontecido en la causa:
a) Con fecha diez de agosto de dos mil diez la actora interpuso reclamo administrativo como empleada del Departamento II, Secretaría General, División Licitaciones y Notificaciones, por ante la Dirección Provincial de Vialidad de la Provincia de Córdoba, solicitando el reconocimiento de mayor función, Clase XIV (fs. 12).

b) La Señora Alfonso consideró que dicho reclamo no había sido resuelto y con fecha dieciocho de abril de dos mil once, reiteró su pedido (fs. 13), el que tampoco tuvo respuesta.

c) Con fecha doce de enero de dos mil quince, la actora instó el trámite e interpuso pronto despacho, en los términos del artículo 70 de la Ley 6658 (fs. 14 y vta.).
d) Ante la falta de respuesta, inició demanda de amparo por mora, a la cual la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación le hizo lugar mediante Sentencia Número Cincuenta y tres, de fecha veintidós de mayo de dos mil quince (cfr. fols. 298/300 del expte. adm. Num. 0045-016772/2013).  En cumplimiento de la orden de pronto despacho dispuesta judicialmente, la demandada acompañó la Resolución Número 574/14 como respuesta expresa  al pedido de la actora. 

  e) Por su parte, con fecha treinta de junio de dos mil catorce, se dicta la Resolución Número 574/14 del Ministerio de Gestión Pública que en virtud de lo que se acordara en Acta Paritaria Provincial de fecha quince de noviembre de dos mil trece (fs. 2/3 del exp. adm. Número 0045-016772/2013), dispuso el reconocimiento y pago de mayores funciones de los agentes de la Dirección Provincial de Vialidad, nominados en el Anexo I, desde su fecha de inicio sin exceder los dos años anteriores al quince de noviembre de dos mil trece (fs. 15/19).  En el anexo referido figura la actora.  No consta en autos la notificación a la Señora Alfonso de tal decisión. 
f) Con fecha cinco de agosto de dos mil catorce la actora se manifiesta conocedora de la Resolución Número 574/14 (fs. 257/259 del expte. adm. 0045-016772/2013).
 g) Con fecha diecisiete de septiembre de dos mil quince, la actora interpone recurso de reconsideración y jerárquico en subsidio contra la Resolución Número 574/14 (fs. 20/22vta.).

h) El tres de noviembre de dos mil quince solicita concesión del recurso jerárquico ante el Ministro de Gestión Pública de la Provincia (fs. 23). Tras la falta de respuesta interpone recurso de queja ante el Señor Gobernador (fs. 24 y vta.).
i) Con fecha catorce de julio de dos mil dieciséis el Gobernador de la Provincia dicta el Decreto Número 910 en virtud del cual se rechaza la queja interpuesta por considerar manifiestamente extemporáneos los recursos de reconsideración y jerárquico en subsidio (fs. 26/27).  

9.- El repaso detenido de las actuaciones y la confrontación entre los argumentos expuestos por la Juzgadora y los reproches opuestos al fallo por la recurrente, conducen a adelantar un criterio favorable a la procedencia de la censura intentada, pues, en el marco de las normas aplicables, las circunstancias particulares del caso autorizan a concluir que corresponde rechazar la excepción de incompetencia, ya que, en efecto, y como así lo reclama, la Señora Alfonso sí agotó la vía administrativa correctamente y dejó expedita la acción judicial.

Es que, como es sabido, en el ámbito de la Ley 7182, la excepción de incompetencia del Tribunal que debe ser opuesta en forma de artículo previo, tiene un régimen jurídico específico, que está legalmente predeterminado a dos supuestos claramente diferenciables: a) que la resolución reclamada no dé lugar a la acción contencioso administrativa o b) que la demanda haya sido presentada fuera de término (conf. art. 24 inc. 1 ib.).

Dicho precepto debe ser interpretado sistemáticamente con el artículo 1 de la Ley 7182 que contiene una cláusula general delimitadora de la "competencia" de la jurisdicción contencioso-administrativa, en función de una minuciosa definición de lo que es la "materia contencioso-administrativa".  Dicha cláusula se complementa con otras, como el artículo 2 ib. que define los casos excluidos y el artículo 6 ib. que establece que la demanda contencioso-administrativa debe prepararse mediante el o los recursos necesarios para obtener de la autoridad competente de última instancia, el reconocimiento o denegación del derecho reclamado o interés legítimo afectado. 

Los artículos 7 y 8 ib. establecen las pautas temporales para que la Administración se expida, definiendo igualmente el término para la interposición de la demanda según medie acto presunto producido por silencio o acto expreso.

Tales preceptos son los que proveen las directrices para establecer en cada caso concreto cuando "la resolución reclamada no da lugar a la acción contencioso-administrativa" o bien cuando "la demanda ha sido presentada fuera de término" (art. 24 inc. 1), siendo estos los típicos supuestos de "incompetencia" en el proceso contencioso-administrativo (cfr. doctrina de esta Sala en Sentencias Nro. 36/2000 "Iriart, Pedro Juan"; Nro. 156/2000 "Moreno, Enrique Fernando"; Nro. 31/2001 "Falchetto, Luis A. y otro" y Nro. 17/2005 "Mentil", entre otras).

Asimismo se ha expresado de manera constante en la jurisprudencia de los Tribunales del Fuero, reiterada por esta Sala (cfr. Sents. Nro. 22 del 31-07-1997 “Alvarez...” y Nro. 72 del 06-11-1997 “Aliaga, Agustín...”), que la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de la función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de un acto denegatorio expreso o presunto (T.S.J., A.A.I.I. 12/1982 “Sodicor...”, 166/1982 “Suc. R.  Tato...”, entre otros), o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (T.S.J., A.A.I.I. 212/1982 “Bustos de Sabena...”, 210/1984 “Empr. Grau y Cerrito...”, 145/1985 “Banco Hipotec. Nacional...”, 350/1986 “Coop. Agropec. ...”, entre otros), así como que la demanda haya sido incoada en tiempo propio. 

Es necesario pues, que la resolución impugnada y objeto del proceso “cause estado”, esto es, que presente la “...posibilidad de ser recurrida por la vía contencioso-administrativa; si desaparece la posibilidad de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme...” (FIORINI, B. A., “¿Qué es el Contencioso?”, Capital Federal 1965, págs. 216/217). 


10.- En este orden de conceptos, a la luz de lo acontecido objetivamente en la causa, se advierte que la resolución reclamada, sí da lugar a la acción contencioso administrativa, y que, como se adelantó, asiste razón a la recurrente en cuanto atribuye al pronunciamiento haber incurrido en una interpretación errónea de los hechos, que no se compadece exactamente con las constancias de la causa (fs. 94vta. y 98).

La Cámara analizó los hechos y consideró acreditado que la actora conoció la Resolución Número 574/14, pues así lo declaró ella misma al acompañarla a las actuaciones administrativas y referirse expresamente a dicho acto al tiempo de presentar su escrito de fecha cinco de agosto de dos mil catorce (fs.  81 y vta.).  


En este contexto, el Tribunal consideró que la resolución referida, daba respuesta al reclamo de la actora y que devino en firme y consentida. Así, confirmó la postura de la demandada y consideró que el recurso de reconsideración planteado por la Señora Alfonso en contra de la Resolución Número 574/14, recién el diecisiete de septiembre de dos mil quince, era extemporáneo. 


Concluyó, en definitiva -reproduciendo lo dicho por la Señora Fiscal de Cámara-  que  “…Ante este estado de certeza, no puede ya la actora, seguir invocando el desconocimiento de la Resolución 574 al tiempo de la presentación del escrito de folios 257/259 del expediente administrativo citado, ni seguir pretendiendo que la misma no resuelve su reclamo, por cuanto fue objeto de su reconsideración y jerárquico en subsidio; con lo cual, los actos administrativos impugnados en demanda se ajustan al principio de “verdad real” a que ha de ajustarse la Administración (art. 76 C.P.) y carecen de la calidad exigida por el artículo 1 a) y 6 de la Ley 7182...” (fs.  82).

11.- Pero, como se adelantó, y como así lo reclama la actora en su censura, esta interpretación estricta de la Cámara, que hace foco sólo en el momento en que la Señora Alfonso conoce y acompaña al expediente administrativo la resolución que se impugna (fs. folios 257/259), en modo alguno refleja la totalidad de lo ocurrido en esta causa.

 
Es que la aplicación de la norma formal exige tener presente las concretas y objetivas circunstancias del caso a fin de evitar incurrir en un ritualismo que signifique una verdadera prohibición de acceso a la jurisdicción y consecuentemente, la afectación de derechos constitucionales.


En este orden de ideas, se observa que la Resolución Número 574/14 del Ministerio de Gestión Pública, de fecha treinta de junio de dos mil catorce, se dictó según lo acordado entre gremio y Provincia, en el Acta Paritaria Provincial suscripta el quince de noviembre de dos mil trece (folios  2/3 del exp. adm. Número 0045-016772/2013), y dispuso el reconocimiento y pago de mayores funciones de los agentes de la Dirección Provincial de Vialidad, nominados en el Anexo I, sin exceder los dos años anteriores al quince de noviembre de dos mil trece (fs. 15/19).                                                 


En el Anexo I de este acto, se encontraba, en efecto, la actora, quien por su parte, tiempo antes, el diez de agosto de dos mil diez, había iniciado su reclamo individual y personal, pidiendo ser agregada al listado con solicitudes de mayores funciones presentado en paritaria provincial ante el Directorio, y había reclamado que su Mayor Función Clase XIV, fuera analizada y reconocida  por “quien corresponda…” (fs. 12).  

 Adviértase que si bien la Señora Alfonso se hallaba en el grupo de agentes a los que -recién en el año dos mil catorce- aludió la Resolución Número 574/14, lo cierto es que no tuvo participación en el expediente, ni este acto le fue notificado fehacientemente, ni al momento de su dictado, ni más tarde, y tampoco su contenido se tradujo en una respuesta clara a la totalidad de lo que ella solicitara en su reclamo individual de dos mil diez (fs. 12), que había sido reiterado con fecha dieciocho de abril de dos mil once (fs. 13 ).

 12.- En este marco, acierta la recurrente al explicar que ella no desconoció la existencia de la Resolución Número 574/14, a tal punto que de buena fe la acompañó al expediente administrativo en la oportunidad que se refiere en el fallo que recurre, en el camino para lograr la respuesta expresa a su reclamo individual del año dos mil diez. 

 La actora nunca consintió acto alguno, pues en el marco de las circunstancias de la causa, entendió que aquella resolución general, que la mencionaba, pero que no hacía la más mínima referencia ni análisis de su petición, no resolvía su reclamo particular.

Antes bien, ante la ausencia de respuesta al reclamo individual, que fue luego reiterado en dos mil once, inició proceso de amparo por mora, y recién en respuesta a la orden judicial de pronto despacho, la demandada decidió acompañar la Resolución 574/14, manifestando recién allí y nunca con anterioridad, su explícita voluntad de considerar a ese acto como respuesta al reclamo de la actora. 

En este contexto resultan plenamente aplicables los principios de formalismo moderado y pro actione como horizontes interpretativos.  La conducta de la Administración claramente  pudo generar la confusión de la actora.
13.- Sabido es que el "informalismo" constituye un principio rector del procedimiento administrativo, que responde a una larga tradición doctrinaria y jurisprudencial de nuestro país, y que ha sido receptada normativamente a través del artículo 9 de la Ley 5350 (t.o.) concordante con el artículo 1ro. inciso c) de la Ley de Procedimientos Administrativo Nacional 19549.


Este principio, que juega siempre a favor del particular interesado -administrado- constituye una de las grandes diferencias que separa el procedimiento administrativo del proceso judicial, extendiendo sus efectos a cualquier actividad del órgano administrativo. Este postulado adquiere especial relevancia si tenemos en cuenta que el procedimiento administrativo constituye la antesala necesaria del proceso que eventualmente se inicie, cuestionando los actos de la Administración. Lo señalado guarda estrecha relación con el principio "in dubio pro actione" que responde a una mejor tutela del derecho de defensa del administrado. 


Es que, aun cuando se insista en que la actora conocía la Resolución Número 575/14, como así lo entendió también la Cámara, lo cierto es que resulta insoslayable ponderar el comportamiento administrativo respecto de la cuestión y del puntual agotamiento de la vía en este caso.

Fue la propia Administración quien omitió notificar personalmente la resolución al momento de su dictado y quien luego la acompañó como respuesta expresa al pedido de la actora, recién en el marco de un amparo por mora, y es esa improlijidad o falta de precisión en la dirección del procedimiento a cargo de la demandada, lo que indujo a la Señora Alfonso  por el camino impugnatorio seguido, pues, en orden a lograr la causación de estado, sólo cabía recurrir ese acto expreso que por fin lograba mediante la acción judicial entablada contra la demora en resolver su reclamo de mayores funciones presentado en el año dos mil diez. 
 Tanto la intención explicitada por la actora como la actuación de la Administración, justifican que en este caso se considere debidamente agotada la instancia administrativa.
14.- Es dable señalar que debe apuntarse a la simplicidad del sistema y no considerarse al procedimiento administrativo, y en particular al cumplimiento estricto de las formas, como un verdadero camino de obstáculos y de trampas puesto para impedir el acceso a la tutela judicial.


Este marco interpretativo no puede ser invocado por la Administración para eludir facultades que le son inherentes.

Una interpretación excesivamente formalista en el sub examine, podría resultar perniciosa para una correcta Administración, frustrando remedios procesales merecedores de amplio amparo.  

15.- Ello es así, dado que el singular modo en que se sucedieron los hechos en la instancia administrativa bien pudo generar en la actora una duda razonable en cuanto a la forma de agotar la vía administrativa en el caso, circunstancia que habilita para resolver del modo más favorable a la garantía del derecho a la tutela administrativa y judicial efectiva, ya que "...al margen de que una conclusión diferente importaría dejar de lado los evidentes motivos de justicia y equidad que median en autos y que hacen que deba darse prioridad al derecho de defensa, se frustraría, por un excesivo rigor formal en la interpretación de las normas en juego, una vía eventualmente apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado con mengua de la verdad jurídica objetiva..." (C.S.J.N. 03/03/2005 "Cantera Timoteo S.A. c. Mybis Sierra Chica S.A. y otros", L.L. 2005-D, 3, con nota de Juan Pedro Colerio, LL 2005-C, 433, TySS 2005, 498).

 En el sublite, el balancing o ponderación de los valores jurídicos superiores en juego, en el acto de promoción de la revisión judicial de la legalidad de la actividad administrativa, proyecta desde su vértice una solución para esta causa, que sin quebrantar la configuración legal de las formas esenciales del procedimiento administrativo y del proceso contencioso administrativo, concilia las exigencias formales previstas como esenciales y el principio pro actione, frente a una duda razonable, que ha podido suscitarse en la administrada acerca de los pasos que debían seguirse a fin de agotar la vía administrativa previa.

Ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación que el apego excesivo al texto de las normas sin apreciar las circunstancias particulares del caso no se aviene con la cautela con que se deben juzgar las situaciones en las que se encuentra en juego el principio in dubio pro actione (del dictamen de la Procuración General, al que remitió; Fallos 330:1389, 10/04/2007, "Cocha Nicolás Alberto s/ Rec. Judicial - Art 40, Ley 22.140").

16.-  Las reflexiones expuestas brindan sustento a la procedencia de la censura, por lo que en definitiva,  cabe hacer lugar al recurso de apelación y anular la decisión dictada por el Tribunal  a quo mediante el cual se hizo lugar a la excepción de incompetencia interpuesta por la demandada a fs. 47/53vta. y consecuentemente, declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa, por los mismos fundamentos expresados para hacer lugar al recurso.

17.- En cuanto a las costas, las peculiaridades del sub examine que han sido apuntadas, pudieron inducir a la demandada a creerse con mejor derecho para litigar, por lo que estimo justo y equitativo imponerlas por su orden en ambas instancias (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).

Así votamos.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR DOCTOR LUIS ENRIQUE RUBIO, DIJO:

1) Comparto la descripción de los hechos acaecidos que realizan los Señores Vocales que me precedieron en el orden de los votos, no obstante lo cual, difiero respecto de las conclusiones que se propician, tras examinar las constancias de autos.

2) Como señala Couture (Fundamentos de Derecho Procesal Civil, edición póstuma, págs. 354 y sgtes., concordante con RAMACCIOTTI y LÓPEZ CARUSILLO en Compendio de Derecho Procesal Civil y Comercial de Córdoba, T. III, Bs. As. 1981, pág. 446), la segunda instancia no constituye un nuevo juicio, sino que su objeto consiste en verificar, sobre la base de la resolución impugnada y en los límites de los agravios formulados, el acierto o error de lo resuelto por el Tribunal a quo  (cfr. Sent. Nro. 94/1998 "Caballero, Susana B. ..." y lo establecido por el art. 356 del C.P.C.C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).

Por ello, para que la instancia de apelación logre alcanzar un pronunciamiento positivo o negativo acerca de la pretensión recursiva que se intenta, es menester que el acto de impugnación satisfaga determinados requisitos formales, impuestos bajo sanción de inadmisibilidad.

La expresión de agravios (art. 371 del C.P.C.C., por remisión del art. 13 del C.P.C.A.) debe contener la fundamentación del recurso, mediante un análisis en el cual se expliciten las razones en virtud de las cuales el agraviado considera que el pronunciamiento recurrido afecta sus intereses, esto es los motivos de su disconformidad expuestos a través de una crítica razonada del auto.

Así, es de carga inexcusable para quien pretenda la revisión de un fallo, rebatir y poner de manifiesto los errores de hecho y de derecho, omisiones, defectos, vicios o excesos que puede contener el decisorio respecto del cual se intenta el recurso (RAMACCIOTTI y LÓPEZ CARUSILLO, obra citada, T. III, págs. 524 y sgtes.).
3) Con sustento en las consideraciones teóricas transcriptas, es dable señalar que los agravios esgrimidos por la apelante no alcanzan a rebatir las premisas sentenciales, que siguiendo la opinión vertida por la Señora Fiscal de Cámara expresan que, si bien  no hay constancia de que la mentada Resolución Número 574/14 haya sido notificada personalmente a la actora, resulta indiscutible que ésta no ignoraba que lo decidido mediante dicho acto administrativo, contestaba el reclamo que en su oportunidad había planteado, no pudiendo -consecuentemente- esgrimir su desconocimiento ni alegar la falta de respuesta a su petición.


Consecuentemente, como asevera la Cámara a quo el recurso de reconsideración interpuesto con fecha diecisiete de septiembre de dos mil quince, se exhibe extemporáneo.

4) No refutados en su materialidad los extremos fácticos ponderados por la Sentenciante para hacer lugar a la excepción de incompetencia deducida por la demandada, corresponde confirmar el Auto impugnado, con costas (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182). 
Así voto.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LOS SEÑORES VOCALES DOCTORES DOMINGO JUAN SESIN Y LUCIA AÍDA TERESA TARDITTI, DIJERON: 


Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra del Auto Número Cuatrocientos setenta y seis dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación, el dos de octubre de dos mil diecisiete (fs. 80/82), y en consecuencia, rechazar la excepción de incompetencia opuesta por la demandada a fs. 47/53vta..

II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.

III) Imponer las costas en ambas instancias, por su orden (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).

         IV) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Roberto L. Olmedo y Manuel L. Olmedo -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere  (arts. 1 y 26, Ley 9459), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..
          Así votamos.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR LUIS ENRIQUE RUBIO, DIJO:

Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la actora en contra del Auto Número Cuatrocientos setenta y seis dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación, el dos de octubre de dos mil diecisiete (fs. 80/82) y, en consecuencia, confirmar dicho pronunciamiento en todos sus términos, con costas (art. 130 del C.P.C. y C., por remisión del art. 13 del C.P.C.A.).
II) II) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Pablo Juan M. Reyna y Silvana M. Chaig -parte demandada- y Roberto L. Olmedo y Manuel L. Olmedo -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere  (arts. 1 y 26, Ley 9459), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., para los primeros en el treinta y dos  por ciento (32%) y para los segundos en el treinta por ciento (30%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..
Así voto.

Por el resultado de los votos emitidos, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, mediante su Sala Contencioso Administrativa y por mayoría,

RESUELVE:


I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra del Auto Número Cuatrocientos setenta y seis dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación, el dos de octubre de dos mil diecisiete (fs. 80/82), y en consecuencia, rechazar la excepción de incompetencia opuesta por la demandada a fs. 47/53vta..

II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.

III) Imponer las costas en ambas instancias, por su orden (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).

         IV) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Roberto L. Olmedo y Manuel L. Olmedo -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere  (arts. 1 y 26, Ley 9459), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..
Protocolizar, dar copia y bajar.

